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León, Guanajuato, a 19 diecinueve de julio del año 2016 dos mil dieciséis. . .  
V I S T O para resolver el expediente número 411/2016-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta …, en contra del DIRECTOR DE TRÁNSITO MUNICIPAL, DIRECTOR DE POLICÍA MUNICIPAL, OFICIAL DE POLICÍA …, AGENTE DE TRÁNSITO …, PRESIDENTE MUNICIPAL Y DEL TESORERO MUNICIPAL, todos de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

Precisión y existencia del acto impugnado.
SEGUNDO.- Que se impugna el acta de infracción …, cuya existencia se encuentra acreditada en autos de esta causa administrativa con el original de la referida acta de infracción, la cual forma parte del sumario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Causales de improcedencia y sobreseimiento.

TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia y de sobreseimiento previstas en estos artículos, respectivamente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El Director General de Tránsito Municipal en la contestación de demanda aduce que se actualiza la causal de improcedencia contenida en la fracción VI de señalado artículo 261, en virtud de que no existe el acto administrativo que se le reclama. Causal de improcedencia que SE ACTUALIZA, toda vez que de las constancias que integran el presente proceso administrativo, se advierte que no se acredita que el Director General de Tránsito Municipal haya emitido acto administrativo impugnado, ya que el acta de infracción tildada de ilegal fue emitida por el agente de tránsito, por otro lado, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 49 del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, tanto el referido Director como el Tesorero Municipal cuentan con atribuciones para calificar las infracciones administrativas en materia de tránsito y es el caso que autos de esta causa no se encuentra demostrado en que el Director General de Tránsito Municipal llevó cabo la calificación de la infracción, por tal motivo respecto a este autoridad es inexistente acto combatido, en consecuencia, conforme a lo dispuesto por la fracción II del artículo 262 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, lo procedente es sobreseer este proceso administrativo únicamente en cuanto Director General de Tránsito Municipal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La autoridad en la contestación de la demanda señala que los razonamientos hechos valer como agravios no reúnen los requisitos del supuesto jurídico y norma de aplicación, son meras apreciaciones subjetivas, hechos personales narrados en forma aislada y no pueden valorarse conforme a derecho; y, tomando en consideración el sentido de esta argumentación, se procede al estudio de la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción VII, en relación con el 265, fracción VII, ambos del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. Causal de improcedencia que NO SE CONFIGURA, en virtud de que realizando un análisis de manera integral de la demanda, se concluye que la parte actora, conforme a la técnica jurídica en el proceso administrativo, sí expresa conceptos de impugnación, en el sentido de que al acta de infracción se encuentra viciada de nulidad debido a las inconsistencias en cuanto a las formalidades que debe contener el acto administrativo de acuerdo al artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, que establecen los elementos de validez del acto administrativo, con los que no cuenta el documento impugnado, de donde se desprende el precepto legal violado en su perjuicio, por lo que de sus manifestaciones se advierte la causa de pedir. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ante la inoperancia de las causal analizadas y estimando que no se actualiza ninguna otra de las previstas en el citado artículo 261 y además no se configura ninguna causal de sobreseimiento de las establecidas en el artículo 262 del mismo ordenamiento, en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Análisis de los conceptos de impugnación.

CUARTO.- Que la parte actora en el séptimo hechos de la demanda aduce en lo toral que el agente de tránsito demandado le elaboró la boleta de infracción, porque el oficial de policía … le había comunicado que iba a exceso de velocidad, cosa que había confirmado con el velocímetro de la unidad de policía municipal …, que conducía este último, por lo que le mencionó que en ese momento negaba lisa y llanamente haber cometido falta alguna a los reglamentos de tránsito municipal; en el octavo hechos de la demanda alega en lo toral que el agente de tránsito levantó en su contra el acta de infracción, la cual se encuentra viciada de nulidad debido a las inconsistencias en las formalidades que debe contener el acto administrativo de acuerdo a los artículos 136 y 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, que establecen los requisitos esenciales de validez del acto administrativo, con los que debería contar y no lo hace, en las siguientes partes del documento impugnado: d) En el campo relativo a los motivos de la infracción, el agente de tránsito asienta que se confirma la velocidad con el velocímetro de la unidad de policía municipal lo cual es totalmente ilegal. En tanto, que la Agente de Tránsito en la contestación de la demanda, expresa en lo esencial que los conceptos de impugnación son infundados, en virtud de que el acta de infracción señala el precepto legal que considera infringido, así como las circunstancias de Tiempo “hora 21:40 horas del día …; Modo: Circular sin respetar el límite de velocidad establecido en la siguiente norma: en vía primaria la velocidad máxima será de 60 kilómetros por hora vehículo circulando a 90 kilómetros por hora velocidad confirmada con velocímetro de la unidad de Policía Municipal …. Lugar: Boulevard Campestre con circulación de este a oeste, en la colonia Cañada del Refugio, con punto de referencia en Cañada de Mariches, circunstancias que lo llevaron a concluir que en el caso concreto se configura la hipótesis normativa invocada como fundamento. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . 

Son FUNDADOS estos conceptos de impugnación, en atención a las siguientes consideraciones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En principio se impone señalar, que los artículos 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 137, fracción VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato y 4 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, constriñen a las autoridades Municipales a fundar y motivar sus actos; y, en segundo lugar, es importante señalar que por fundar el acto administrativo, se entiende señalar con precisión el o los preceptos legales y el nombre del Ordenamiento Legal aplicable al caso concreto, cuando el artículo se integre con fracciones, incisos o párrafos, la autoridad demandada se encuentra constreñida a indicar la fracción, inciso o párrafo que resulte aplicable; y, por motivarlo se entiende expresar en forma pormenorizada las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que haya tenido en consideración la autoridad administrativa para la emisión del acto, esto es, señalar el por qué en el caso se ha realizado el supuesto de hecho que condiciona la aplicación del o los preceptos legales invocados como apoyo legal; de este modo, se tutela a favor del justiciable, el derecho fundamental de la debida fundamentación y motivación. . . . . . . . . . . . . . 
En ese orden de ideas, analizando de manera integral y minuciosamente el acta de infracción impugnada, se advierte que se encuentra debidamente fundada, en virtud de que invoca como apoyo legal el artículo 7 fracción VI Bis, del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, el que en lo conducente dispone: “Artículo 7.- Los conductores de vehículos, deben: VI Bis.- A falta de señalamientos oficiales que indiquen los límites de velocidad, deben sujetarse a las normas siguientes: a).- En vías primarias, la velocidad máxima será de 60 kilómetros por hora; b).- En vías secundarias, la velocidad máxima será de 40 kilómetros por hora; c).- En zonas de alta concentración de personas, escolares, peatonales, de hospitales, iglesias, mercados, centros deportivos y de recreación, la velocidad máxima será de 20 kilómetros por hora; d).- Para el caso de los vehículos que prestan el servicio público de transporte en ruta fija, se sujetarán a lo dispuesto en los incisos anteriores, y en el caso de que existan señalamientos que permitan límites superiores, los vehículos no podrán exceder de 60 kilómetros por hora. A efecto de controlar y verificar que la velocidad a la que transitan los conductores de vehículos automotores no excede de la máxima permitida, la Dirección y en su caso los agentes podrán auxiliarse de dispositivos de verificación de velocidad adecuados para ese fin. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por  otra  parte, el  acta de  infracción  carece de una  suficiente  motivación, pues la autoridad demandada se limita a señalar como motivo de la infracción: “CIRCULAR SIN RESPETAR EL LÍMITE DE VELOCIDAD ESTABLECIDO EN LA SIGUIENTE NORMA: EN VÍA PRIMARIA. LA VELOCIDAD MÁXIMA SERÁ DE 60 KILÓMETROS POR HORA (VEHÍCULO CIRCULANDO A 90 KILÓMETROS POR HORA, VELOCIDAD CONFIRMADA CON VELOCÍMETRO DE LA UNIDAD DE POLICÍA MUNICIPAL …) CON FUNDAMENTO EN ARTÍCULO 7 FRACCIÓN VI BIS ULTIMO PÁRRAFO” (Sic); de aquí se desprende una insuficiente motivación, pues como se aprecia la autoridad sólo expresa que no se respetó el límite de velocidad establecido en los señalamientos oficiales de tránsito y que la velocidad se midió con el velocímetro de la unidad de policía municipal …, pero es el caso que el odómetro de la unidad de policía no es el aparato, sistema o dispositivo tecnológico idóneo para medir la velocidad a la que circulaba el vehículo que nos ocupa, amén de que no se exponen los pasos que siguió y tomó como apoyo para llegar a determinar la velocidad mencionada en el acta de infracción combatida, además de que al agente de tránsito que levantó el acta de infracción tildada de ilegal, no se encontraba presente al momento en que ocurrieron los hechos reprochados al presunto infractor, pues su proceder obedeció al dicho de un elemento de la policía preventiva municipal,  por lo tanto, lo expresado en el acta de infracción, resulta insuficiente para aseverar que el conductor del referido vehículo, circuló a 90 noventa kilómetros por hora en una vía primaria en donde el límite máximo permitido es de 60 cincuenta kilómetros por hora; estas circunstancias imprecisas hacen que el acta impugnada carezca de una suficiente motivación, en consecuencia, no fue levantada en forma detallada, ya que el agente de tránsito demandado deja de expresar las circunstancias de hecho y las razones inmediatas que hacen aplicable al caso concreto la norma jurídica invocada como fundamento legal,  esto es, omite  expresar el por qué la  situación del impetrante se adecúa a la 
hipótesis jurídica prevista en el precepto legal presuntamente vulnerado. . . . . . . . . . 
En mérito de lo expresado, el acta de infracción combatida se encuentra insuficientemente motivada, siendo ilegal, por no cumplir con el elemento de validez exigido por la fracción VI del artículo 137 del pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; de esta manera, se actualiza la causal de ilegalidad establecida en el artículo 302, fracción II, del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, circunstancia irregular que afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la actora, violándose en su perjuicio el artículo 4 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; luego, estimando que los hechos no se pueden retrotraer por las circunstancias en la cuales ocurrieron y que la boleta de infracción impugnada, no es la respuesta a una petición, entonces con fundamento en el artículo 300, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, lo procedente es declarar la nulidad total del acta de infracción …. y de sus actos consecuentes como lo es la calificación de la infracción -acto en donde se determina la comisión de la falta administrativa y se le impone a la parte actora una multa, …-, pues el acta de infracción afectada de nulidad tiene el carácter de acto principal y la calificación de la infracción el carácter de accesorio, por ende, no existe impedimento para declarar la nulidad de la referida calificación, en virtud de que lo accesorio sigue la suerte de lo principal. Respecto a la declaración de la nulidad total del acta de infracción combatida resulta ilustrativo como criterio orientador el sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en Jurisprudencia, Número Registro: 920,704. Materia(s): Común. Novena Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Apéndice (actualización 2001). Tomo VI, Común, Jurisprudencia SCJN. Tesis: 34. Página: 46. Genealogía: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XII, septiembre de 2000, página 95, Segunda Sala, tesis 2a./J. 79/2000, bajo el rubro: “INCONFORMIDAD. LA SENTENCIA QUE OTORGA EL AMPARO POR FALTA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, NO OBLIGA A DICTAR UNA NUEVA RESOLUCIÓN, A MENOS QUE SE TRATE DEL DERECHO DE PETICIÓN O DE LA RESOLUCIÓN DE UN RECURSO O JUICIO. Conforme a la tesis publicada con el número 261, del Tomo VI, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995 bajo el rubro de "FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, AMPARO EN CASO DE LA GARANTÍA DE.", por regla general, los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por falta de fundamentación y motivación, son los de constreñir a la autoridad responsable a nulificar o dejar sin efectos el acto o actos reclamados, dejándola en aptitud de emitir otro acto, siempre que subsane el vicio formal. De lo anterior se desprende que la autoridad se encuentra en libertad de emitir un nuevo acto o de no hacerlo. Sin embargo, la autoridad se verá necesariamente constreñida a emitir un nuevo acto, subsanando el vicio formal descrito, cuando el acto reclamado consista en una resolución que se emita en respuesta al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya que en esas hipótesis es preciso que el acto carente de fundamentación y motivación se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejarían sin resolver aquéllos.”. De igual manera, respecto a que la multa es fruto de un acto viciado resulta ilustrativo como criterio orientador el sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, bajo el rubro: “ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los  tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En cuanto a la pretensión de indemnización por gastos y costas que para el presente juicio sea necesario erogar, así como por la reparación del daño por responsabilidad civil, resultan improcedente dichas reclamaciones, en virtud de lo siguiente: .”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En el juicio de nulidad no existe la condena en costas en términos del artículo 254 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, numeral que establece: “Artículo 254.- En los procesos administrativos que se tramiten, no habrá lugar a condenación de costas. Cada parte será responsable de sus propios gastos y de los que originen las diligencias que promuevan.” Conforme al margen de este numeral, la parte actora y la autoridad demandada asumirán los gastos o erogaciones legítimas y necesarias para preparar, iniciar, tramitar o concluir el proceso administrativo, pues conforme a esta hipótesis normativa, todo gasto que se origine para el impetrante, con motivo de las diligencias y actos procesales, incluyendo los honorarios del abogado autorizado en términos de la primera parte del primer párrafo del artículo 10 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, serán a su cargo. . . . . . . 
A su vez, en el juicio de nulidad no se contempla la acción de indemnización por daños y perjuicio, toda vez que el artículo 255 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, solo estable  las pretensiones de nulidad del acto impugnado, del reconocimiento de un derecho amparado en una norma jurídica y la de condena a la autoridad al restablecimiento del derecho violado, numeral que establece: “Artículo 255.- El actor podrá solicitar: I.- La nulidad del acto o resolución impugnado, cuando no haya sido emitido conforme a derecho; II.- El reconocimiento de un derecho amparado en una norma jurídica; y, III.- La condena a la autoridad para el pleno restablecimiento del derecho violado, en los términos de la Ley respectiva.”. De este modo en la vía contenciosa administrativa no es posible obtener al pago de la indemnización por los conceptos reclamados por la parte justiciable. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por último, sobre el particular se precisa, que estimando que para la falta administrativa prevista en el artículo 7, fracción VI Bis, inciso a), del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, se contempla una sanción que va  de 10 diez a 15 quince días de salario, por lo que la sanción máxima no excede de 150 ciento cincuenta veces el salario mínimo general diario vigente en el Estado, por ende, de acuerdo a lo señalado en la fracción III del artículo 301 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, a fin de no vulnerar el derecho humano de acceso a la justicia tutelado por el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Juzgador suple la queja deficiente planteada en la demanda en cuanto al reconocimiento del derecho y de la condena a la autoridad demandada; de esta manera y conforme a lo señalado en la fracción III del artículo 301 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, ante la declaración de nulidad total del acto impugnado, se produce como consecuencia que al actor ya no se le aplique ninguna sanción administrativa por los hechos descritos en el acta de infracción y que se le restituya en el goce de sus derechos, es decir, a declarar en la sentencia el restablecimiento de la situación que prevalecía antes de la violación, ya que este acto jurisdiccional por su naturaleza, es el instrumento para restituir al gobernado en el pleno goce de sus derechos subjetivos administrativos violados, en consecuencia de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 300, fracción V, del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se reconoce el derecho que tiene el justiciable a la devolución de la placa de circulación que le fue retenida como garantía, y por ende, con fundamento en el artículo 300, fracción VI, del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se condena a la Agente de Tránsito demandada a que realice las gestiones necesarias ante la Dirección General de Ingresos de la Tesorería Municipal o de la Dependencia competente, para que a la parte actora se le haga la devolución de la placa de circulación, y en su caso, realice las diligencias indispensables para cumplir con este fallo; la anterior devolución deberá realizarla dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que cause ejecutoria esta sentencia, plazo contado a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que la declare ejecutoriada, por las razones expuestas; debiendo informar a este Órgano  de  Control de  Legalidad el  cumplimiento  dado  a este  fallo y  exhibir  las 
constancias relativas al mismo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Estudio innecesario de los demás conceptos de impugnación.

QUINTO.- Que la argumentación esgrimida y analizada en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad del acto impugnado, por lo que resulta innecesario el estudio de los demás conceptos de impugnación de la demanda, toda vez que de proceder alguno de éstos en nada variaría el sentido de esta sentencia. Al respecto resulta ilustrativo como criterio orientador en sostenido en la tesis que a la letra dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. Tercera Sala, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página 32. . . . . . . . . . . . .

Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II, V y VI, 301 fracción II y 302 fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD TOTAL del acta de infracción … y de su acto consecuente como lo es la calificación de la misma; lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de este fallo. . . . . 

TERCERO.- Se condena la Agente de Tránsito demandada, a que realice las gestiones necesarias ante la Dirección General de Ingresos de la Tesorería Municipal o la Dependencia competente para que al actor se le haga la devolución de la placa de circulación retenida en garantía, y en su caso, realice las diligencias indispensables para cumplir con este fallo; devolución que deberá realizarse dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que cause ejecutoria esta sentencia, plazo contado a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que la declare ejecutoriada; por las razones expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . .
CUARTO.- Resulta improcedente el pago de la indemnización por gastos y costas erogados en el presente proceso administrativo, así como por reparación del daño por responsabilidad civil; por las razones expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Así lo resolvió y firma …, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
ESTA HOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL 19 DE JULIO DEL 2016, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 411/2016-JN.
